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Acta Nro. 622 de noviembre 30 de 2009




Se decide la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Familia de Pereira el pasado 15 de septiembre de 2009, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por la Procuradora de Familia, con el fin de obtener la interdicción judicial por demencia de Marco Antonio Sepúlveda Morales.




ANTECEDENTES





Pidió la agente del Ministerio Público que se  declarara la interdicción judicial por causa de demencia de Marco Antonio Sepúlveda Morales; que se designara como curadora del mismo a Luz Miriam Suárez, su cónyuge; que se ordenara la inscripción del fallo y se hicieran las publicaciones del caso. 
  



Para ello expuso, en síntesis, que Marco Antonio sufrió un trauma craneoencefálico severo que le dejó secuelas definitivas en la esfera mental que le impiden desempeñar la labor que antes desarrollaba y lo incapacitan para administrar bienes o dinero; agregó que cuenta con 35 años y es casado con Luz Miriam Suárez, de cuyo matrimonio existe una niña de cuatro años; además, que se requiere la declaratoria de interdicción para la protección de sus derechos. 





Arrimó como pruebas, entre otras, copias de los registros civiles de matrimonio de Marco Antonio Sepúlveda Morales y Luz Miriam Suárez, de nacimiento de aquel y de su hija Camila, de defunción de Marco Tulio Sepúlveda, padre del enfermo, y un certificado médico. 




Mediante auto del 2 de marzo de 2009 se admitió la demanda, se dispuso notificarle al presunto interdicto y citar a los familiares cercanos; se decretaron las pruebas, entre ellas, la práctica de un dictamen médico, para lo que se ofició al Instituto Nacional de Medicina Legal; en ese mismo auto se negó la interdicción provisoria. Practicadas las pruebas, el juzgado dictó sentencia en la que decretó la interdicción definitiva de Marco Antonio, designó a Luz Miriam como curadora, difirió la fijación de la garantía para el momento en que se conocieran los bienes o derechos del presunto interdicto y remitió la confección del inventario a los artículos 82 a 87 de la Ley 1306 de 2009, ordenó inscribir el fallo en el registro respectivo y notificar al público la decisión en los términos legales.




Cumplido el trámite en esta sede, se procede a decidir, previas las siguientes: 
  



CONSIDERACIONES
  

  

Se intenta mediante este proceso que se decrete la interdicción judicial por la enfermedad mental que padece Marco Antonio Sepúlveda Morales, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 649 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.





Sobre la personalidad y comportamiento del enfermo declararon Arelis del Socorro Ospina Henao, Josué Valencia Duque y María Edilia Morales de Sepúlveda, quienes dieron cuenta de sus deficiencias intelectuales, del trastorno que padece, de los cuidados que con él se deben tener y de la incapacidad que le asiste para poder administrar hábilmente sus bienes, no obstante que la última de ellos adujo que le ha encargado asuntos relacionados con dinero y él ha sabido responder. 

  



Corrobora la anormal situación mental de Marco Antonio el examen médico practicado por profesional especializado forense (psiquiatra) del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (f. 34 a 37, c. 1) en cumplimiento de lo ordenado por el numeral 3 del artículo 659 del C. P. Civil, en el que se concluyó que el examinado presenta un “Síndrome demencial secundario a TEC”, lo que se “…engloba en un diagnóstico conocido como demencia”. Por ello, “MARCO ANTONIO SEPÚLVEDA MORALES no tiene la capacidad mental para administrar de forma adecuada sus bienes materiales ni tampoco tiene capacidad intelectual para disponer de ellos. Tampoco tiene capacidad para valerse por sí mismo, necesita asistencia permanente hasta para sus necesidades básicas”.




Contra dicho dictamen no se presentó objeción alguna dentro del término que para ello se otorgó, ni el Juzgado le formuló reparos.

Similar calificación es la que señala el documento de folio 7, expedido bajo juramento por un especialista en neurocirugía. 
Aquél dictamen es claro, preciso y corresponde a la situación fáctica consignada en la demanda respecto del enfermo, lo que lo torna suficiente en esta instancia, como en su momento lo fue para la juez de primer grado, para que se concluya que marco Antonio Sepúlveda es incapaz de administrar y disponer libremente de sus bienes y requiere, por tanto, de la ayuda de una tercera persona que en ese sentido la reemplace.

  



La más indicada para ello es su cónyuge Luz Miriam Suárez, quien le viene proporcionando todos los cuidados que necesita; su idoneidad no se ha puesto en tela de juicio y en ella se supone un interés especial por el bienestar de su consorte, lo que la faculta para demandar del Estado su protección y la posibilidad de administrar sus bienes, ya que en cumplimiento de lo dispuesto por  el artículo 545 del C. Civil, subrogado por el 8º de la Ley 95 de 1890, debe relevarse al enfermo de dicha facultad, en virtud de la incapacidad que la afecta, si bien la citada disposición, después de haber sido revisada su constitucionalidad en sentencia C-478 de 2003, enseña que “... El adulto que se halle en estado habitual de demencia ... será privado de la administración de sus bienes, aunque tenga intervalos lúcidos...”.

   



A esta conclusión no se opone la manifestación que hiciera la señora María Edilia Morales en el escrito que reposa a folio 27 del cuaderno principal y luego en su declaración, porque ella quedó huérfana de pruebas; no hay ningún indicio en el proceso que permita inferir que la cónyuge del interdicto guarde propósitos innobles para con él o su patrimonio; por el contrario, el mismo cónyuge actual de María Edilia la desmintió en lo que al mal comportamiento de Luz Miriam que ella le achaca se refiere; señaló él, y también lo dijo la otra deponente, que es la consorte la que ha estado pendiente de Marco Antonio, no sólo en lo afectivo, sino en lo económico, pues trabaja por días para conseguir el poco sustento para su familia.  




  


De manera que como a la misma deducción llegó el juzgado, la sentencia será confirmada, pero revocando el ordinal segundo en estos aspectos: 

   



Primero, en cuanto a la caución (o la garantía de que habla el juzgado) que no debe imponerse, ya porque se aplique, como debe ser a este caso, el artículo 465 del Código Civil, vigente para cuando se instauró la demanda, o el artículo 84 de la Ley 1306 que tuvo en cuenta el despacho. 

  



Segundo, en cuanto al trámite para el inventario, porque para la Sala el que debe seguirse es el previsto en las normas que regían para cuando se entabló la demanda de interdicción, no sólo porque fue en vigencia suya que, además, se recaudaron las pruebas, particularmente la pericial, sino porque de atender lo prescrito en la normativa actual, esto es, la Ley 1306, faltaría determinar con precisión si la 

discapacidad mental es absoluta o relativa, porque de ello depende que se declare la interdicción, en el primer caso, o la inhabilitación, en el segundo, con consecuencias diversas para cada caso. 

   



En suma, pues, como el trámite en su mayoría se surtió bajo la égida de las normas que regulaban la interdicción por demencia antes de la vigencia de la Ley 1306, a su aplicación se estará para este caso específico.  Eso significa, que a la curadora designada se le impondrá la confección del inventario solemne de que tratan los artículos 468, 471 y 472 del C. Civil, se insiste, vigentes para el momento de promoción de la demanda. 

   



No sobra mencionar, por otro lado, que la interdicción provisoria se adopta en el curso de la primera instancia con fundamento en el certificado médico que se acompaña con la demanda, así que no está bien que en el auto que la admite se niegue esa medida, como aquí ocurrió, con el argumento de que no se cuenta con los elementos de juicio suficientes en cuanto a la vida anterior y la conducta habitual del presunto interdicto, pues para acatar lo reglado en el artículo 535 del C. Civil (ahora derogado), se cuenta con los testimonios escuchados.  Otra cosa es que en casos como el presente, en los que el lapso entre la admisión de la recolección de las pruebas y la sentencia de interdicción definitiva no justifique la provisoria, pero otros habrá en los que el tiempo demande tomar aquella medida para la adecuada protección del presunto interdicto. 
  



No habrá condena en costas por la naturaleza del asunto.  

DECISIÓN

   



En armonía con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Primero de Familia de Pereira el pasado 15 de septiembre de 2009, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por la Procuradora de Familia, con el fin de obtener la interdicción judicial por demencia de Marco Antonio Sepúlveda Morales, pero REVOCA el ordinal segundo en lo que a la caución y al inventario se refiere. 

   
  


En su lugar, se exime a la curadora de prestar caución y se le impone la elaboración del inventario solemne de bienes del interdicto para que pueda proceder a su administración.  

   



Sin costas.

  



Cópiese y notifíquese





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                      CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
7

[image: image3.png]


_1214118482

